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DEL SANTA 

El delito de colusión y la prueba indiciaria 
Sumilla. La concertación, ante la ausencia de 
prueba directa –testigos presenciales o documentos 
que consignen la existencia de reuniones, 
contactos, y acuerdos indebidos–, se puede 
establecer mediante prueba indirecta o indiciaria. 
Por ejemplo, (i) si el procedimiento de 
contratación pública fue irregular en sus aspectos 
fundamentales o más relevantes –verbigracia: 
celeridad inusitada, inexistencia de bases, 
interferencia de terceros, falta de cuadros 
comparativo de precios de mercado, elaboración 
del mismo patentemente deficiente, ausencia de 
reuniones formales del comité, o ‘subsanaciones’ o 
‘regularizaciones’ ulteriores en la elaboración de 
la documentación, etcétera–; (ii) si la convocatoria 
a los participantes fue discriminatoria y con falta 
de rigor y objetividad –marcado favoritismo, 
lesivo al Estado, hacia determinados              
proveedores–; y, (iii) si los precios ofertados –y 
aceptados– fueron sobrevalorados o los bienes o 
servicios ofrecidos y/o aceptados no se 
corresponden con las exigencia del servicio 
público o fundamento de la adquisición, es 
razonable inferir que la buena pro solo se explica 
por una actuación delictiva de favorecimiento a 
terceros con perjuicio del Estado. 
 
 

Lima, veintitrés de enero de dos mil diecisiete. 

 
VISTOS: los recursos de nulidad 

interpuestos por los encausados EDILBERTO COTILLO ANTÚNEZ, RUBÉN JOSÉ 

BUITRÓN RODRÍGUEZ, ISAAC PERCY ANTONIO HUAMÁN INCHICAQUI, FABIO 

SILVESTRE COLONIA GARCÍA, FREDDY LEV VÁSQUEZ ÁNGELES y LUIS 

ALBERTO FLORES PINEDA contra la sentencia de fojas mil cuatrocientos seis, de 
uno de junio de dos mil dieciséis, que los condenó como autores (a los tres 
primeros) y cómplices primarios (a los tres últimos) del delito de colusión en 
agravio del Estado – Unidad de Gestión Educativa Local de Huarmey a cuatro 
años de pena privativa de libertad (a los tres primeros) y  tres años de pena 
privativa de libertad (a los tres últimos), con el carácter de efectiva, y tres años 
de inhabilitación, así como al pago de mil soles, sin perjuicio de devolver la 
suma de treinta y tres mil ciento cuarenta y seis soles, por concepto de 
reparación civil; con lo demás que contiene. 
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OÍDO  el informe oral. 
Interviene como ponente el señor SAN MARTÍN CASTRO. 
 

FUNDAMENTOS 
 

§ 1. De los motivos de impugnación 
 
PRIMERO . Que el encausado Flores Pineda en su recurso formalizado de fojas 
mil quinientos doce, de ocho de junio de dos mil dieciséis, insta la absolución 
de los cargos. Alega que los hechos configuran un incumplimiento de deberes 
funcionales por omisión, más aun si no se ha probado qué norma de la Ley de 
Contrataciones y Adquisiciones del Estado se vulneró; que no indicó siquiera 
qué norma prohíbe contratar personas naturales; que la pericia debió ver si los 
que ganaron la buena pro estaban inscritos en el Registro Nacional de 
Proveedores; que llamar a los proveedores no es ilegal; que no está prohibido 
contratar con personas domiciliadas fuera de la jurisdicción; que la pericia no es 
idónea. 
 
SEGUNDO. Que el encausado Colonia García en su recurso formalizado de fojas 
mil quinientos veinticuatro, de diez de junio de dos mil dieciséis, solicita la 
absolución de los cargos. Aduce que no se apreció correctamente la prueba; que 
las sindicaciones en su contra se desvirtuaron; que se actuó en base a una 
Resolución Ejecutiva y en mérito a un calendario de compromisos: que el 
director de la UGEL no intervino en todas las compras del comité de 
adquisiciones; que no se probó vinculación alguna entre los miembros del 
comité con los agentes privados. 
 
TERCERO. Que el encausado Huamán Inchicaqui en su recurso formalizado de 
fojas mil quinientos treinta y siete, de trece de junio de junio de dos mil 
dieciséis, pide la absolución de los cargos. Sostiene que precisó que solo lo 
llamaron para firmar en la última etapa del proceso; que no se probó que actuó 
dolosamente; que, en momento alguno, tuvo contacto con los proveedores; que 
el comité  no funcionaba de manera gradual y no se reunió con sus integrantes. 
 
CUARTO . Que el encausado Vásquez Ángeles en su recurso formalizado de 
fojas mil setecientos quince, de trece de junio de dos mil dieciséis, ampliado a 
fojas mil setecientos cuarenta y dos, de quince de junio de dos mil dieciséis, 
postula la absolución o la nulidad del  juicio. Afirma que el informe pericial no 
es idóneo pues la comparación que efectuó no es objetivo y no realizó un 
estudio de posibilidad del mercado; que no se requiere para ser proveedor del 
Estado que se domicilie en la localidad donde se encuentra la sede de la entidad 
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pública; que no ha sido sindicado por sus coencausados ni ha tenido contacto 
con persona alguna; que no existe pericia que afirme que las facturan fueron 
llenadas con la misma letra. 
 
QUINTO . Que el encausado Cotillo Antúnez en su recurso formalizado de fojas 
mil setecientos treinta y cuatro, de quince de junio de dos mil dieciséis, 
demanda la absolución de los cargos. Arguye que no se determinó que aspectos 
de la Ley se trasgredió; que el perito tiene vínculo laboral con la entidad 
agraviada; que no se determinó el valor de mercado de los bienes objeto de 
buena pro ni se acreditó que la institución no realizó un trabajo de campo para 
fijar los precios base. 
 
SEXTO . Que, finalmente, el encausado Buitrón Rodríguez en su recurso 
formalizado de fojas mil setecientos cuarenta y nueve, de quince de junio de 
dos mil dieciséis, pretende la absolución de los cargos. Expone que es 
dependiente de segundo nivel, del Jefe de Administración; que sus coimputados  
Colonia García y Cotillo Antúnez fueron los que ordenaron realizar el cuadro 
comparativo; que se encontraba fuera de la sede de Huarmey y cuando regresó 
los bienes ya habían sido internados en el Almacén de la institución; que no 
existe prohibición de que los procesos se realicen en un mismo día. 
 
§ 2. De los hechos objeto del proceso penal 
 
SÉPTIMO . Que la sentencia de instancia declaró probado lo siguiente: 

A. En el curso del año dos mil cinco el Gobierno Regional de Ancash, 
mediante Resolución Ejecutiva número cero cuatro ochenta y dos guion 
dos mil cinco oblicua Región Ancash, amplió el calendario de ese año y 
aprobó a favor de la UGEL de Huarmey una ampliación presupuestal 
por ciento cincuenta y dos mil quinientos sesenta y nueve soles, 
proveniente de la fuente de financiamiento de recursos ordinarios para la 
adquisición de bienes de consumo y bienes de capital, para la 
adquisición de dichos bienes. 

B. El encausado Colonia García, como Director de la UGEL agraviada, 
expidió la Resolución Directoral número doscientos dieciséis, de doce de 
noviembre de dos mil cinco, por la que designó al Comité de 
Adquisiciones. Se integró por los encausados Cotillo Antúnez 
(Administrador de la UGEL), presidente; Buitrón Rodríguez (Técnico de 
Abastecimiento), secretario; y, Huamán Inchacaqui (Jefe del Área de 
Gestión Pedagógica), miembro. 

C. A instancias del encausado Colonia García, los integrantes del Comité de 
Adquisiciones vulneraron la legislación sobre contrataciones y 



 PRIMERA SALA PENAL TRANSITORIA 

_________________________________________ 

R.N  N° 1722-2016 / DEL SANTA 
 

 

– 4 – 

CORTE SUPREMA  
DE JUSTICIA  
DE LA REPÚBLICA 

adquisiciones del Estado, al no haber tenido en cuenta los 
requerimientos de las diferentes áreas de la institución, órdenes de 
compra, cuadros comparativos de precios, cotizaciones y facturas, y 
otorgaron la buena pro a personas no domiciliadas en la localidad que 
habían sobrevalorado el precio de los bienes adquiridos. Se favoreció a 
los proveedores Vásquez Ángeles, de la empresa Multiservicios 
FANDE; Flores Pineda, de la empresa Representaciones y Servicios 
Generales André, Rojas Dulanto, de la empresa Inversiones e Imprenta 
Viglienzona EIRL; y, Asto Flores, de la empresa Comercial Venta y 
Servicios Generales Alpamayo. 

D. En concreto, el margen de sobreprecio de equipos de cómputo, a cargo 
de Viglienzone, fue de veintiún mil ochocientos sesenta soles. El de 
formatos de planillas a la empresa Multiservicios a Fande y papel 
membretado a Representaciones y Servicios Generales André, fue de 
siete mil setecientos ochenta soles –a la primera se pagó nueve mil soles 
cuando su costo era de cuatro mil quinientos soles; y, a la segunda se 
pagó seis mil soles cuando su costo era de dos mil setecientos veinte 
soles–. El de útiles de oficina a Viglienzone fue de tres mil quinientos 
seis soles. Y, el de colchonetas a Alpamayo fue de setenta soles por cada 
una de las ciento treinta y tres colchonetas adquiridas. 

 
§ 3. De la absolución del grado 
 
OCTAVO . Que, en principio, se tiene que el procedimiento de adquisición fue 
absolutamente irregular y, además, lo que se pagó por los bienes adquiridos fue 
sobrevalorado, es decir, se pagó un sobreprecio por la adquisición de bienes, 
muy superior al que tenían en el mercado. La ausencia de bases para la 
convocatoria, la falta de objetividad en la participación a los proveedores –a 
quienes incluso se convocó telefónicamente–, la inusitada rapidez del 
procedimiento de contratación pública, la falta de una información analizada 
acerca del valor de los productos que debían adquirirse (falta del expediente 
administrativo), permitió que se otorgue la buena pro a personas que ofertaron 
un precio excesivo. Si esto  es  así,  es  obvio  que  los  funcionarios  públicos: 
el  Director de la UGEL y los integrantes del Comité de Adquisiciones, se 
concertaron con los proveedores en desmedro del patrimonio público. No de 
otra forma se explica una festinación de trámites y una buena pro a 
determinados proveedores por un precio excesivo. 
Es claro que los funcionarios públicos imputados niegan el concierto y lo 
quieren referir al hecho de la acreditación de contactos personales entre sí y con 
los proveedores para justificar la lógica fraudulenta. En clave probatoria, 
empero, lo que se debe verificar es la existencia de una contratación pública 
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que se produce a través de una concertación entre funcionarios públicos 
competentes e interesados (proveedores). La concertación, ante la ausencia de 
prueba directa –testigos presenciales o documentos que consignen la existencia 
de reuniones, contactos, y acuerdos indebidos–, se puede establecer mediante 
prueba indirecta o indiciaria. Por ejemplo, (i) si el procedimiento de 
contratación pública fue irregular en sus aspectos fundamentales o más 
relevantes –verbigracia: celeridad inusitada, inexistencia de bases, interferencia 
de terceros, falta de cuadros comparativo de precios de mercado, elaboración 
del mismo patentemente deficiente, ausencia de reuniones formales del comité, 
o ‘subsanaciones’ o ‘regularizaciones’ ulteriores en la elaboración de la 
documentación, etcétera–; (ii) si la convocatoria a los participantes fue 
discriminatoria y con falta de rigor y objetividad –marcado favoritismo, lesivo 
al Estado, hacia determinados proveedores–; y, (iii) si los precios ofertados –y 
aceptados– fueron sobrevalorados o los bienes o servicios ofrecidos y/o 
aceptados no se corresponden con las exigencia del servicio público o 
fundamento de la adquisición, es razonable inferir que la buena pro solo se 
explica por una actuación delictiva de favorecimiento a terceros con perjuicio 
del Estado.  
 
NOVENO. Que llama la atención las explicaciones del acusado Buitrón 
Rodríguez, en el sentido de que no hizo el requerimiento de compras; que 
elaboró el cuadro comparativo de las cotizaciones cuando los productos ya se 
encontraba internados en el Almacén –éste se realiza antes de la buena                   
pro– (dice que cumplió las órdenes sobre el particular del Director Colonia 
García y del Presidente del Comité Cotillo Antúnez); que no sabía que lo que se 
adquirió se podía comprar más barato en Huarmey [declaración plenarial de 
fojas mil noventa y seis]. Este dato, más allá de la lógica exculpatoria del 
imputado, revela que no se trató de un proceso objetivo ni se indagó por la 
corrección de los precios de los productos en el mercado. 
De igual manera, el otro miembro del Comité, Huamán Inchicaqui, señaló que 
no mediaron reuniones del Comité –nadie los convocó–; que no participó en la 
elección del proveedor; que se limitaba a firmar los documentos: cuadro 
comparativo y acta de otorgamiento de buena pro, los cuales se los traía Buitrón 
Rodríguez; que no se le acompañaron proformas de menores precios 
[instructiva de fojas cuatrocientos veintiséis y declaración plenarial de fojas mil 
ciento setenta y nueve]. Tales afirmaciones, sin duda alguna, revelan la 
irregularidad del trámite y permiten inferir fundadamente la concertación con 
los proveedores. 
Por otro lado, conforme declaró Cuellar Quito, operador del SIAF, se debió 
contar con requerimiento o la ampliación de adquisiciones por el incremento 
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presupuestal, lo que no existió [declaración de fojas ciento ochenta y dos y 
declaración plenarial de fojas mil doscientos treinta y tres]. 
A ello se agrega, de modo relevante: 1. La ausencia de documentación 
debidamente archivada y en forma de ese proceso de adquisición, conforme al 
acta de constatación de fojas noventa y cuatro. 2. El mérito de la pericia 
contable de foja ciento veinte, de la que fluye que en Huarmey se ofertan los 
mismos productos, pero no se convocó a esos proveedores; que existe, por la 
comparación de precios realizadas, un sobre costo de treinta y tres mil ciento 
cuarenta y seis soles. 3. Los proveedores no contaban siquiera con un local 
comercial para el desarrollo de su actividad mercantil (constancias de fojas 
noventa y tres, ciento treinta y siete, ciento cuarenta y seis y ciento noventa y 
cinco). 4. El denunciante y líder sindical de la UGEL expresa que los 
comerciantes de la zona le dijeron de las sobrevaluaciones, que fue lo que 
motivó la denuncia [declaración preliminar de  fojas sesenta y uno y 
declaración plenarial de fojas Mil doscientos treinta y uno]. 
El autor de la pericia contable, Contador Público Rene Cacha Ríos, fue 
examinado en el acto oral. Allí [declaración plenarial de fojas mil doscientos 
treinta y cinco] se da cuenta del conjunto de actividades que realizó para 
determinar la existencia de una sobrevaluación de los bienes que adquirió la 
UGEL. Las objeciones realizadas a esa pericia y modo de actuación no son 
relevantes, el mérito que arroja no tiene exámenes o pericias alternativas que la 
refuten, y la informalidad de las empresas que obtuvieron la buena pro se 
advierte con las constataciones policiales efectuadas al efecto. Los proveedores 
imputados, pese a que podían hacerlo, no incorporaron prueba que revele no 
solo la formalidad de su negocio sino, en especial, que el precio ofertado estaba 
en esas fechas dentro de los márgenes razonables del mercado en ese momento. 
Existe, pues, prueba fiable, plural, convergente y suficiente. La presunción de 
inocencia se enervó con las pruebas de cargo ya citadas. 
 
DÉCIMO . Que si bien el juicio histórico del fallo de instancia es jurídicamente 
correcto, debe examinarse si la pena impuesta es compatible con el principio de 
proporcionalidad, en atención a la entidad del injusto y a la culpabilidad por el 
hecho. Se ha impuesto a los encausados pena privativa de libertad de cuatro y 
tres años –base que no se puede alterar en su perjuicio por imperio del principio 
de interdicción de la reforma peyorativa–, pero pese a ser primarios la pena 
impuesta tiene el carácter de efectiva. 
1.° Es de recordar, primero, que es aplicable la ley número veintiséis mil 
setecientos trece, de veintisiete de diciembre de mil novecientos noventa y             
seis, que modificó el artículo 384 del Código Penal (fijó la pena entre tres y 
quince años de privación de libertad); segundo, que en la fecha de la comisión 
del delito no estaba vigente la Ley número treinta mil trescientos dos, que 
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modificó el artículo 57 del Código Penal, es decir, la prohibición de suspender 
la ejecución de la pena para funcionarios públicos que cometan el delito del 
artículo 384 del Código Penal –norma que, por lo demás, no se extiende a los 
no funcionarios públicos o extraneus–; y, tercero, que el monto del perjuicio al 
Estado asciende a treinta y tres mil ciento cuarenta soles. 
2.° No consta en autos elementos que permitan establecer que los imputados 
luego de esta condena pueden cometer otros delitos, por lo que el pronóstico 
favorable de buena conducta debe afirmarse. El hecho de ser primarios y que su 
conducta procesal no fue maliciosa, así como que tampoco existen argumentos 
para sostener que la personalidad de los agentes exige una privación efectiva de 
la libertad para facilitar su resocialización, hace aconsejable suspender la 
ejecución de la pena privativa de libertad. Por consiguiente, es del caso aplicar 
el artículo 57 del Código Penal. 
3.° A los efectos de determinar la extensión del plazo de la suspensión es de 
tener en cuenta los riesgos que ofrece el autor en función al control requerido 
para asegurar o estimar suficientemente razonable la no reiteración delictiva, 
cuyo tope de tres años es lo único que fija el artículo 57 in fine del Código Penal            
–criterios exclusivamente preventivo especiales–. Si bien la pena suspendida 
está previamente determinada, el período de prueba no está condicionada al 
quantum de la pena privativa de libertad impuesta –la cuantía de la pena tiene 
una equiparación matemática con la extensión del período de prueba–, sino a un 
baremo o juicio distinto: el tiempo que se juzga suficiente para apartar el riesgo 
de reiteración delictiva. En el caso de autos es de estimar suficiente, para               
unos, tres años y para los restantes dos años.   
4.° La cuantía de la pena de inhabilitación no es proporcional con la pena de 
privativa de libertad impuesta. No existen diferencias en la medición de ambas 
penas. Siendo así, la proporcionalidad debe tener el mismo criterio, por lo que 
debe disminuirse en un año dicha pena. 
5.° Finalmente, la incapacitación del inciso 1 del artículo 36 del Código Penal 
solo es aplicable para los funcionarios públicos, no para los extraneus. 
 
DÉCIMO PRIMERO . Que es de resaltar que se calificó la intervención del 
Director de la UGEL de Huarmey como de complicidad primaria, lo que 
constituye un error de subsunción pues era el máximo directivo de esa 
institución pública y le correspondía velar por la correcta asignación y 
utilización de recursos, al punto que por su máximo cargo le correspondía estar 
bajo su control y supervisión los fondos institucionales, tanto más si en el 
presente caso decidió las adquisiciones y se involucró en el procedimiento 
llevado a cabo al efecto. 
Cabe acotar que el título de intervención, entonces, es de autor. Tal cambio en 
tal título de intervención no vulnera el principio de interdicción de la reforma 
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peyorativa porque ésta se circunscribe a la pena impuesta: artículo 300 inciso 1 
del Código de Procedimientos Penales, la que no se modifica. Tampoco 
infringe el principio de contradicción porque lo esencial son los hechos 
perpetrados, los que no se modifican, y porque de ellos fluye esa calificación 
del título de intervención delictiva, que por lo demás así lo solicitó la Fiscalía 
Superior en la acusación de fojas mil trece. El iura novit curia –el Juez conoce el 
Derecho–, en cuanto principio procesal de aplicación general en el proceso 
jurisdiccional, no tiene por qué ser excluido en sede penal, en la medida en que 
incluso esta calificación de autoría no es sorpresiva para el imputado ni le causa 
agravio adicional (artículo VII del Título Preliminar del Código Civil). 
 
 

DECISIÓN  
 

Por estas razones, de conformidad en parte con el dictamen de la señora Fiscal 
Suprema Provisional en lo Penal: I.  Declararon NO HABER NULIDAD  en la 
sentencia de fojas mil cuatrocientos seis, de uno de junio de dos mil dieciséis, 
en cuanto condenó a EDILBERTO COTILLO ANTÚNEZ, RUBÉN JOSÉ BUITRÓN 

RODRÍGUEZ E ISAAC PERCY ANTONIO HUAMÁN INCHICAQUI, COMO AUTORES, Y 

A FABIO SILVESTRE COLONIA GARCÍA, FREDDY LEV VÁSQUEZ ÁNGELES Y LUIS 

ALBERTO FLORES PINEDA, como cómplices primarios –en el caso de los dos 
últimos–, del delito de colusión en agravio del Estado – Unidad de Gestión 
Educativa Local de Huarmey a cuatro años de pena privativa de libertad (a los 
tres primeros) y tres años de pena privativa de libertad (a los tres últimos), así 
como al pago solidario de  mil soles, sin perjuicio de devolver la suma de 
treinta y tres mil ciento cuarenta y seis soles, por concepto de reparación civil.                                      
II.  ACLARARON  que el título de intervención delictiva de Fabio Silvestre 
Colonia García es de autor y no de cómplice primario. III.  Declararon HABER 
NULIDAD  en la propia sentencia en la parte que establece el carácter efectivo 
de la pena privativa de libertad; reformándola: SUSPENDIERON la ejecución 
condicional de la pena por el plazo de tres y dos años, respectivamente, bajo las 
siguientes reglas de conducta: a) prohibición de ausentarse del lugar de 
domicilio sin autorización del Juez, b) comparecer cada fin de mes al Juzgado 
para informar y justificar sus actividades, y c) cancelar la reparación civil en el 
plazo de un año. En consecuencia: ORDENARON la inmediata libertad de 
LUIS ALBERTO FLORES PINEDA y de los demás condenados  que a la fecha se 
encuentren privados de su libertad en merced a los oficios de ubicación y 
captura, los mismos que deberán dejarse sin efecto y que se ejecutará siempre y 
cuando no exista mandato de detención o prisión preventiva emanada de 
autoridad competente; oficiándose. IV.  Declararon HABER NULIDAD  en la 
aludida sentencia en el punto que impuso tres años de inhabilitación; 
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reformándolo: les IMPUSIERON dos años de inhabilitación. V. Declararon 
NULA  la incapacitación del inciso 1 del artículo 36 del Código Penal respecto 
de Freddy Lev  Vásquez Ángeles y Luis Alberto Flores Pineda. VI.  Declararon 
NO HABER  NULIDAD  en lo demás que contiene y es materia del recurso.   
VII. DISPUSIERON  se remita la causa al Tribunal Superior para que se inicie 
el proceso de ejecución de la sentencia condenatoria ante el órgano 
jurisdiccional competente. Hágase saber a las partes personadas en esta sede 
suprema.    
S. s.   

SAN MARTÍN CASTRO 

 

PRADO SALDARRIAGA 

 

SALAS ARENAS 

 

BARRIOS ALVARADO 

 

PRÍNCIPE TRUJILLO 

CSM/amon   



                   CORTE SUPREMA                                       
                   DE JUSTICIA                                         
                   DE LA REPÚBLICA                                                         

                            

                   

 - 10 - 

PRIMERA SALA PENAL 
TRANSITORIA 
R. N. N.° 1722-2016 

LA SECRETARIA DE LA PRIIMERA SALA PENAL TRANSITORIA, DE LA CORTE 

SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA, CERTIFICA QUE EL VOTO SINGULAR 

DEL SEÑOR JUEZ SUPREMO SALAS ARENAS RESPECTO A LA RELACIÓN ENTRE 

LA PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD IMPUESTA Y LA SUSPENCIÓN DE SU 

EJECUCIÓN CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 57 DEL CÓDIGO PENAL, ES COMO 

SIGUE: 

 

Lima, veintitrés de enero de dos mil diecisiete 

 

El artículo cincuenta y siete del Código Penal establece las pautas 

proporcionales a seguir para suspender el plazo de ejecución de la 

privación de la libertad impuesta, así en el inciso uno del primer párrafo 

de dicho dispositivo legal se precisa que solo podrá suspenderse la 

ejecución de la privación de la libertad cuando no supere cuatro años, 

por lo que se extrae de ello el plazo legal máximo de pena suspendible, 

mientras que el segundo párrafo del mencionado artículo precisa que la 

suspensión tiene un lapso normativamente establecido que va del 

extremo mínimo de uno al máximo de tres años respectivamente. 

Esta lógica de plazos máximos y mínimos guarda relación con el 

establecimiento del régimen de condicionalidad de las reglas de 

conducta que establece el artículo cincuenta y ocho del Código Penal, 

cuya imposición corresponde al juez penal, luego del pronóstico 

favorable sobre la conducta futura del condenado como se fija en el 

inciso dos, del primer párrafo del artículo cincuenta y siete del 

mencionado cuerpo normativo; puesto que, la materialización de esta 

probabilidad debe ser constatada durante todo el lapso de suspensión1, 

por lo que existe conexión entre la dimensión de la pena impuesta que 

                                                           
1 El juez debe -como carga funcional- comprobar que la suspensión que decidió a nombre del pueblo, sigue 
siendo correcta, en tanto el sentenciado cumpla las reglas impuestas. 
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refleja la responsabilidad por el hecho, según lo establecido por el 

artículo VIII del Título Preliminar del Código Penal y la dimensión del plazo 

de suspensión de la efectividad de la sanción en que se deberá 

constatar que tal previsión de conducta socialmente aceptable se 

materialice. 

 

El lapso de suspensión no está liberado a la arbitrariedad, puesto que el 

juez debe realizar un razonamiento de “pronóstico favorable” 

expresando un juicio de suspendibilidad de la efectividad de la 

ejecución de la pena privativa de libertad; sin embargo, el uso cotidiano 

ha hecho que la judicatura penal declare de manera libérrima e 

inmotivadamente las suspensiones al punto que, por ejemplo, la pena de 

un año ha sido en veces suspendida por tres, en aplicación del sentido 

literal puro del texto legal; discrepo de esa interpretación por 

considerarla irracional. 

 

Considero que a mayor pena privativa de libertad impuesta le 

corresponderá un mayor plazo de suspensión, pero todo ello dentro de 

los límites que marcan la ley y la razonabilidad, de tal manera que al 

plazo máximo de pena suspendible (cuatro años), le corresponderá el 

plazo legal máximo de suspensión (tres años), pudiendo extraerse de esta 

relación proporcional de magnitudes expresadas en años, que el tiempo 

de suspensión, debe ser menor en una cuarta parte a la extensión de la 

pena impuesta, de entrada, la forma es la siguiente: 
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PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD 

IMPUESTA EN AÑOS Y MESES 

PENA SUSPENDIBLE EN AÑOS Y 

MESES 

RELACIÓN EXISTENTE 

4 AÑOS (48 MESES) 

MÁXIMO DE PENA SUSPENDIBLE 

3 AÑOS (36 MESES) 

MÁXIMO DE SUSPENCIÓN 

EL PLAZO DE SUSPENCIÓN ES 

MENOR EN ¼ A LA PENA 

IMPUESTA 

3 AÑOS (36 MESES) 2 AÑOS Y 3 MESES (27 MESES) EL PLAZO DE SUSPENCIÓN ES 

MENOR EN ¼ A LA PENA 

IMPUESTA 

2 AÑOS (24 MESES) 1 AÑO Y SEIS MESES (18 MESES) EL PLAZO DE SUSPENCIÓN ES 

MENOR EN ¼ A LA PENA 

IMPUESTA 

1 AÑO Y 4 MESES (16 MESES)2 

MÍNIMO DE PENA SUSPENDIBLE 

1 AÑO (12 MESES)  

MÍNIMO DE SUSPENCIÓN 

EL PLAZO DE SUSPENCIÓN ES 

MENOR EN ¼ A LA PENA 

IMPUESTA 

 

Esta relación entre la pena impuesta y plazo de suspensión permite 

constatar la previsión realizada con el cumplimiento efectivo de las reglas 

impuestas en un lapso acorde a la gravedad de la sanción3. 

Otra conclusión derivada es que la pena inferior a 1 año y 4 meses, en 

principio, debe ser objeto de excención o en su defecto, de conversión 

en otra menos intensa. 

En este caso, considerando que a don Fabio Silvestre Colonia García, 

don Fredy Lev Vásquez Ángeles y don Luis Alberto Flores Pineda les 

impusieron tres años de privación de la libertad, les corresponde el lapso 

de suspensión de dos años y tres meses.  

 

 

 

 

 

                                                           
2 Para que el término mínimo de suspensión sea de 1 año, el lapso suspendible proporcional es de 1 año y 4 
meses.  
3 Desde luego las penas de factible suspendibilidad, no siempre son o resultan en años completos, sino con 
meses o días v.g. 3 años, 5 meses y 13 días, de modo que corresponderá detraer ¼ a la dimensión de la 
prisión para establecer la magnitud del lapso de suspensión. 
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DECISIÓN 

Por estos fundamentos, de conformidad, en parte con el señor Fiscal 

Supremo en lo Penal, MI VOTO ES porque se suspenda la ejecución de la 

pena privativa de libertad impuesta a don Fabio Silvestre Colonia García, 

don Fredy Lev Vásquez Ángeles y don Luis Alberto Flores Pineda por dos 

años y tres meses. DISPONER se devuelvan los autos al Tribunal Superior 

para los fines de ley. Hágase saber a las partes apersonadas en esta Sede 

Suprema. 

S. S. 

SALAS ARENAS 
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